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Señor Senador Luis Alberto aye es 


Asiste: 


Invitados 

Especiales : Sub-secretario de Trabajo y nia Social, doc 
tor Renán Rodríguez, y asesores contador Capelli 

ni y doctores Bilat y Tolosa 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 54 minutos). 


En su reunión del pasado martes, esta Comisión resolvió - 
instrumentar un vasto temario sobre asuntos que desde hace 
tiempo están radicados en ella y que tienen que ver con. 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Es por ello 
que 'se cursó esta invitación al mencionado Ministerio, que 
en este momento está representado por el señor Subsecretario 
y sus asesores. | 


Corresponde, en primer lugar, que demos entrada .a un 
Oficio de la Junta Departamental de Canelones por el que 
notifica su apoyo a la resolución tomada por su similar 
de Artigas, en cuanto a la creación de un impuesto del 13 
sobre el valor de los tabacos, etcétera. El mismo ha sido 
repartido y obra en poder de los señores miembros de la 


Comisión. 


Tomaremos como primer punto del orden del día el proyec- 
to presentado por el señor Senador Lacalle Herrera (quien 
fue invitado y se encuentra presente) referido a los trabaja 
dores : del ex- Frigorífico Nacional y a su derecho a percibir 
una indemnización por despido. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: en el año 1985 
visitamos la ciudad de Paysandú y tomamos contacto con traba 
jadores que pertenecían al ex-Frigorífico Nacional y que 
por razones que cobran en un expediente muy grande y que 
se ha perdido varias veces, quedaron excluidos de la indemni 
zación natural por la finalización de la existencia de la 
persona jurídica "Frigorífico Nacional". 


Se trata de alrededor de 720 75 funcionarios que, a 
nuestro juicio erróneamente, quedaron excluidos. Ellos per- 
tenecían a la misma entidad jurídica aunque cumplían sus 
labores en Casablanca. 


El proyecto que se menciona fue elaborado en 1985 y 
ha tenido sus idas y venidas porque, repito, el expediente 
se extravió y, fue recreado por nuestra Secretaría con la 
colaboración de funcionarios del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


Eme y] 
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Considero que ha pasado el tiempo suficiente como para 
que el Poder Ejecutivo exprese si el mismo es viable o no. 
Luego esta Comisión, de acuerdo a su leal saber y entender, 
vera si lo envía para que sea analizado por el plenario. 


Simplemente, entonces, deseamos que el Poder Ejecutivo 
nos dé su opinión sobre el expediente, cosa que hasta el 
momento no había hecho, por lo menos en forma fehaciente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señor Presidente: tal como lo expresó 


el señor Senador Lacalle, este tema ha sido mativo de algu- 
nos informes de las oficinas del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. También es cierto que en algún momento 
el expediente no fue ubicado. Inclusive el que poseemos 
debió ser reconstruido. ; 


Deseo formular alguna precisión con respecto a este 
tema. 


Los informes realizados por el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social luego del comienzo de este período demo- 
crático --que lucen en el mencionado expediente-- efectúan 
un estudio de la situación de hecho y de derecho en que 
se encuentran los referidos trabajadores. Voy a hacer algu- 
nas puntualizaciones con respecto a las anteriores actuacio- 
nes del Ministerio y al juicio que le merece este expediente 
a nuestros abogados informantes. , 


Existe una resolución del Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social, si no me equivoco, del año 1981, en la que 
se expresa que los trabajadores del ex-Frigorífico Nacional 
tienen derecho a percibir indemnización por despido. Esto 
no tiene efectos obligatorios; simplemente, es la opinión 
del Ministerio. Esos antecedentes se pasan a la Comisión 
Liquidadóra del Frigorífico Nacional, la que presenta argu- 
mentos en el sentido de que no les correspondía indemniza- 
ción por despido a todos los obreros del mencionado Frigorí- 
fico, ya que no era correcto dársela a aquellos que estaban 
amparados por el régimen de la Caja de Compensaciones. A raíz 
de esto, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por 
medio de una resolución dictada el 12de mayo de 1981 --quizá 
ese no sea el año, puedo equivocarme porque estoy recurrien- 
do a la memoria-- efectúa una distinción entre aquellos 
trabajadores que se encuentran amparados por la Ley N* 10.562 
y los que no lo están. Opina, entonces, que a quienes esta- 
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ban amparados por dicha ley, no les corresponde esa indemni- 
zación _por despido, pero si a los, ¿que no lo estaban. La 
Comisión Liguidadora del Frigorífico Nacional, otorga lá 
indemnización a 41 trabajadores. 


Al mismo tiempo, los trabajadores estaban accionando 
judicialmente contra el Frigorifico Nacional a los efectos 
de percibir las indemnizaciones por despido. ' 


En la vía judicial y en segunda instancia, el Tribunal 
de Apelaciones resuelve que no es el Frigorífico Nacional 
quien debe abonar aquellas indemnizaciones por despido _por- 
que se dictamina que la ley que suprimió a dicho Frigorífico 
constituye para el mismo un caso de fuerza mayor y lo encua- 
dra dentro de la figura que en Derecho Administrativo se 
conoce como Hecho del Principe. 


Los trabajadores tampoco recurren a la resolución (del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social del 12 de mayo 
de aquel año, por la cual se excluye a quienes estaban ampa- 
rados al régimen de la Ley N* 10. 562, de la indemnización 
por despido. 


Los informes _que obran en aquel expediente dictaminan 
que no existen vías jurídicas que en el momento queden abier 
tas para que estos trabajadores puedan ácceder a la indemni- 
zación por despido. 


Reitero que no se recurrió administrativamente a la 
resolución del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y, en la vía judicial, tal vez por dirigirse erróneamente 
al Frigorífico Nacional como demandado y no haberlo hecho 
contra el Estada. por responsabilidad por acto legislativo, 
esta vía les quedó cerrada. 


En consecuencia, esos informes reconocen que no tienen 
ningun recurso juridico a su alcance. 


Es cierto, y el señor Senador Lacalle Herrera lo conoce , 
que esos informes, visto que no se dispone de ninguna vía 
jurídica a los efectos de atender los reclamos de los traba- 
jadores, fundamentan por razones de equidad, el hecho de 
que se arbitre alguna solución con el fin de abonar la indem 
nización por despido. Menciono, a los éfectos de que figure 
en la versión taquigráfica, que los informes jurídicos dudar 
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con respecto a la segunda resolución del Ministerio de Traba 
jo y Seguridad Social, en cuanto a si el enfoque legal era 
el correcto, en virtud de que la Ley N* 10.562 y sus modifi- 
cativas establecían que el trabajador podía ampararse al 
régimen de la Caja de Compensaciones u optar por el despido, 
Se trataba de una opción del trabajador porque si éste no 
optaba por el régimen de la Caja, le correspondía el despi- 
do. En cambio la resolución del Ministerio, a la cual no 
se recurrió, establecía que todos los que hubieran tenido 
el derecho a esa opción, quedaban excluidos de la indemniza- 
ción por despido. 


Estos son los antecedentes que surgen de aquel expedien- 
te y creo no haber omitido ningún detalle fundamental del 
mismo. Con relación a los trabajadores del ex-Frigorifico 
Nacional debo mencionar que, por un lado existen obreros 
que recibieron indemnización por despido y, por otro, los 
de la planta del ex-Frigorifico Casablanca que no la recibie 


-ron. Además existen funcionarios de oficina que fueron redis 


tribuidos y absorbidos por las distintas reparticiones de 
la Administración Central. Nos preguntamos, señor Presidente, 
si cada vez que un particular, contando con los asesoramien- 
tos debidos, no recurre a las vías correctas, enfoca mal 
una demanda oO se dirige equivocadamente contra quien no 
debe, el Estado, en todos estos casos, Siempre debe salir 
en socorro del particular cuando el mismo dispuso de todas 
las vías legales para poder acceder a lo solicitado. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Del último planteamiento formulado, 
podría deducirse que estamos en una liquidación de saldos 
y retazos, así como también de otorgamiento de beneficios 
al barrer. 


Este asunto tiene Astermicadás peculiaridades, existien- 
do una persona jurídica con las características de paraesta- 
tal --se podría entrar a discutir toda esa teoría-- . al 
igual que un acto legislativo y una compensación percibida 
parcialmente. Por lo tanto, no se trata de una suerte de 
recursos extremos frente a la derrota judicial. Quienes 
me conocen saben que actúo con la seriedad suficiente como 
para que esto no pueda confundirse con una especie de carame 
los surtidos. 


Existen, simplemente, funcionarios de determinada enti- 
dad que han cobrado, y otros que no. Él Estado tiene una 
responsabilidad en el acto legislativo que pone fin a la 


» 
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existencia de esa persona que gozaba de los beneficios que 
los presentes conocen, porque el Frigorifico Nacional no 
era, tampoco, una empresa privada. Si se centraliza correcta 
mente el problema, entiendo que se encuentra dentro de estos 
parámetros y no en una especie de recurso superabundante 
frente a causas perdidas judicialmente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Comprendo la aclaración del señor 
Senador Lacalle Herrera. En aquel momento no les estuvo 
vedada la vía para accionar contra el Estado por responsabi- 
lidad por acto legislativo. Lo cierto es que los trabajado- 
res, posiblemente por el asesoramiento recibido, dirigieron 
su demanda contra el Frigorífico Nacional. En segunda instan 
cia, se entendió que no era éste quien debía ser demandado, 
por cuanto la sanción de la ley constituía un caso de fuerza 
mayor que se encuadraba dentro de la doctrina administrativa 
denominada Hecho. del Príncipe. 


En aquel expediente se invocan algunos antecedentes 
en los cuales el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 


en el año 1979, habría dispuesto que a trabajadores de otros 


frigoríficos les correspondía la indemnización por despido, 
resolviendo que era el Ministerio de Economía y Finanzas 
quien debía hacer frente. a esas erogaciones disponiendo 
de los fondos del Tesoro Nacional. Además, en el mismo expe- 
diente se dice que, por lo menos se duda de la juridicidad 
de esa resolución, si es que competía a la Administración 
O al Ministerio de Trabajo y ¡Seguridad Social, determinar 
“que era el Ministerio de Economía y Finanzas quien debía 
hacerse cargo de esa obligación. | 


Tal vez lo que estaba supliendo la Administración era 
"un procedimiento judicial que debía llevarse adelante en 
caso de que la persona jurídica afectada, que no hubiera 
dado cumplimiento a sus obligaciones, se NEGAra a cumplir 
con dicho pago. 


Con respecto al proyecto de ley, debo aclarar que es 
muy breve, pero deseo reiterar que el mismo habla de los 
trabajadores del ex-Frigorífico Nacional, sin distinguir 
entre aquellos que eran obreros y los que desempeñaban traba 
jos de oficina, que fueron absorbidos por el Estado. Habría 
que circunscribir el problema a los obreros, y sobre todo 
a aquellos que no recibieron la indemnización por despido. 
A todo esto, volvemos a un tema que es. recurrente, y es 
el que tiene relación con los recursos del Estedo. Mbviardo 
las consideraciones nrevias que realicé, se ovuede decir 
que, por un lado las consideraciones “orídicas fueron acota- 
das por los trabajadores, y por otro ro se h.20 so de Las 
mismas, 
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De todas maneras, la situación de los trabajadores del 
Frigorífico Casablanca no es aislada. Por distintos decretos 
dictados durante- el anterior régimen, se fijó una política 
respecto a la industria frigorífica que determinó que más 


de un establecimiento no fuera habilitado para proseguir | 


con la faena de ganado. Esto hace que no podamos determinar 
cuántas situaciones similares a la del -EEAOritias Casablanca 
pañenas tener en este momento. : 


Si se aprobara este proyecto de ley, --que trata de un 
" número de trabajadores que el señor Senador Lacalle Herrera 
estima en alrededor de -70 y nuestras informaciones coincidi- 
rían .en cuanto a' que no serían más de 100 o de 110-- se 
produciría un antecedente que habría que tener en cuenta 
y contemplar otras situaciones en las que no sabemos qué 
cantidad de trabajadores'ni qué cantidad de ¡indemnizaciones 
tendría que absorber el Estado y, por lo tanto, tampoco po- 
_dríamos medir cuáles deberían ser los recursos con los que. 
se debería contar paña hacer frente a estas erogaciones. 


En lo sustancial, esa es la opinión. del Poder Ejecutivo 
- respecto a este proyecto de ley. AS 


SEÑOR LACALLE HERRERA .- Para poner punto final al tema, expre 
so que se han hecho una serie de argumentaciones. En primer 
lugar, es importante volver a aclarar que no se pretende 
- abrir la puerta a situaciones de despido generados con motivo 
. de la disolución de personas jurídicas al barrer, sino. de 
la propia y peculiar circunstancia que tenía el frigorifico... 


-En' segundo término, se ha dicho que hubo funcionarios 
que cobraron y otros que no. Cuando. el texto del. proyecto 
dice que los funcionarios tienen derecho, por supuesto que 
quien ya cobró carecerá de ese derecho, como así también 
. el que fue redistribuido. Mis conocimientos de Derecho Labo- 
ral no son abundantes pero tampoco nulos. 


o Por otra parte, en cuanto a que para esto no haya recur- 
-Ss08, Creo que son dos órdenes de argumentación distintos: 
- En primer lugar, estamos hablando respecto a sí el proyecto 
es ajustado a derecho. Los recursos son otro tema al que 
ingresamos con responsabilidad. No creemos en el despilfarro 
ni en el Estado omniprovidente, pero creo que éstamos mezclan 
do dos tipos de argumentaciones diferentes. 


A pesar de la opinión contraria del Poder Ejecutivo a la 


- 
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aprobación de este proyecto, en algún momento será considerado 
en el seno de la Comisión y, cuando ello ocurra, solicito 
que se me avise para asistir. 


Agradezco a los asesores del Poder Ejecutivo la infor- 
mación que han brindado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Por supuesto que parto de la base que 
el señor Senador Lacalle Herrera tiene mayores conocimientos 
que yo en materia de Derecho Laboral; pero no es menos cierto 
que el tema a debatir no es la naturaleza jurídica del Frigo- 
rífico Nacional y, por lo tanto, cuál era el estatuto que 
regía a sus trabajadores, si eran funcionarios públicos, 
si por ser una persona jurídica no estatal estaban amparados 
por una relación estatutaria o una relación laboral común 
con las empresas privadas, etcétera. Lo cierto es que, inclu- 
sive con aquellos trabajadores que fueron redistribuidos, 
se podría llegar a sostener que dejaron de pertenecer a una 
empresa paraestatal que, en ese caso, se podía considerar 
más cercana a una empresa privada que al estatuto del funcio- 
nario público. Entonces, también se podría dudar si tendrían 
derecho a una indemnización por despido. Por eso planteé 
la duda respecto al término trabajadores y señalé que, en 
todo caso, el proyecto se debería concretar a la situación 
que trata de solucionar. $ 


SEÑOR CIGLIUTI.- Mociono para que la consideración de este. 
_ proyecto de ley quede para más adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va 
a votar si se incorpora este tema al orden del día de una 
próxima reunión, comunicándole al señor Senador Lacalle He- 
rrera Cuando se trate este proyecto, ya que es autor de la 
iniciativa. 

(Se vota) 

Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo 
término del orden del día: "Proyecto de Ley por el que se 
declara la exigibilidad de los créditos laborales de los 


trabajadores de las empresas INDAGRO S.A., Frigorifico San 
Carlos S.A. y Frigorífico Palmares de Castillo S.A.". 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Esta es la primera oportunidad que 
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tenemos de emitir nuestra opinión en el ámbito legislativo 
sobre este proyecto de ley, a pesar de que ya Cuenta con 
sanción de la Cámara de Representantes. 


En resumen, la Ley _N2 13,709 dispuso la expropiación 
de los frigoríficos que componían este grupo económico; la 
Ne 14.201 suspendio las ejecuciones y la N* 14.774 dejo sin 
efecto la expropiación y creó una Comisión Liquidadora de 
estos frigoríficos. Por supuesto, nos estamos retrotrayendo 
a situaciones que tienen más de veinte años de antigiedad. 


En este momento estamos tratando de recabar determinadas 
informaciones a nivel ministerial respecto a diferentes cré- 
ditos de origen salarial: que habrían sido pagados en distin- 
tas oportunidades. Según informaciones que debemos confirmar, 
en una primera instaftia se habrían atendido créditos de 
origen salarial con alguna primera entrega o con compensación 
de determinados créditos que, tenía el Estado contra estos 
frigoríficos. Aparentemente, más adelante se habrían ido 
satisfaciendo otros créditos de origen salarial. Hasta ahora 
no hemos podido determinar si ellos comprenden o no las indem 


“nizaciones por despido. 


Como dije, en este momento el Ministerio no "posee esta 
información y la pretendemos recabar en los próximos días, 
Hemos iniciado los contactos pertinentes, inclusive con los 
que de alguna forma fueron protagonistas de toda esta legis- 
lación y de la situación de hecho que está detrás. 


De acuerdo con este proyecto de ley, el Estado no se 
hace cargo de la satisfacción de estos créditos de origen 
- laboral. Por lo tanto, no está en tela de juicio el tema 
de los recursos que debería disponer el Estado. 


Deseamos hacer algunas reflexiones sobre cuál es la situa 
ción real y qué créditos se fueron atendiendo y cuáles no. 


En el inciso primero del artículo 2% se habla de aquellos 
créditos laborales que hayan sido reconocidos por sentencia 
judicial ejecutoriada y se abre la puerta para los demás 
créditos de origen laboral que se denuncien y que, por lo 
tanto, no estaban reconocidos por sentencia judicial ejecuto- 


riada, 


"nel artículo 22, in fine, se establece: "reclamando 


los rubros correspondientes y agregando la documentación 
que consideren pertinente, si la hubiere". Esto, sin duda, 
señor Presidente, va a habilitar para que de una forma u 
otra, se presenten con muy escasa prueba --o por lo menos 
con prueba no documentada-- una cantidad de personas que 
pretendan ser acreedores por créditos laborales de estos 
frigoríficos. 


Creemos que deberíamos dar una mayor certeza en cuanto 
a la prueba de su calidad de acreedores de origén laboral. 


En el artículo 42, señor Presidente, se le da a estos 
créditos una preferencia especial que regirá aún respecto 
de los bienes afectados por garantías reales pre-existentes. .- 
Esto se hace con efecto retroactivo. Creemos que como antece-- 
dente legislativo, es peligroso que para el futuro se pueda 
llegar a establecer que los créditos de origen laboral gocen 
de una prefereñcia especial respecto a los créditos hipote- 
carios oO prendarios. Podrá ser considerado que es razonable, 
que tiene sus fundamentos de justicia, pero sin ninguna duda, 
va a haber que poner en la balanza aquello que, hace a la 
publicidad de algunos derechos que tienen garantía real, 
en Cuanto a la falta de publicidad de otros creditos eo 
en este caso, tendrían origen laboral. 


Si esto para el futuro se fijara en una ley de carácter 
general, seguramente se abrirían todos esos debates; pero 
parece bastante incorrecto que quienes dieron créditos a 
estas empresas con determinadas garantías de carácter real, 
vean luego que una ley que es sancionada muchos años después, 
varía las reglas del juego. 


Estas son las consideraciones, señor Presidente, que 
á e . 
queriamos hacer con respecto al articulo 42, 


Con relación á este proyecto preferiría que los señores 
Senadores nos dieran algunos días de plazo a los efectos 
de que el Ministerio pueda seguir hurgando en esa información 
de la cual tenemos, diría, algunos cabos pero no los poseemos 
en forma completa, para ver si podemos clarificar hasta dónde 
llegarían las necesidades de este proyecto de ley en cuanto 
a cubrir estos créditos laborales; si se trata de una situa- 
ción generalizada o, si en realidad, se circunscribe a muy 
pocos trabajadores. 


? 
, 


A título de ejemplo debo decir que el Frigorífico INDAGRO 
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--y ello surge de los propios antecedentes-- en arcón momento 
llegó a tener hasta 1.400 trabajadores; no así los Frigorífi-. 
cos Palmares de Castillo y San Carlos que, en cierto momento, 
no fueron habilitados para la faena, en virtud de que se 
los incluía dentro de la categoría de mataderos. 


Creo que debemos tener -en cuenta, también, todas las. 
Situaciones que pudieran haber ocurrido en el pasado con 
respecto a aquellos frigoríficos que no se encontraban habi- 
litados para la faena de ganado con determinados destinos. 
Asimismo debemos ver. si no entramos en un plano bastante 
Similar al del proyecto de ley anterior; que esta situación 
' fuera más generalizada y que no solamente comprendiera estos 
tres frigoríficos: INDAGRO, Palmares de Cani y San Carlos. 


Señor Presidente: resumiendo, pediría que la Comisión , 
nos otorgara un determinado plazo a los efectos de que poda- 
mos seguir recabando, repito, más información a fin de poder 
proporcionarla a los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Debo decir que esta  contsión recabó un 
informe de la Inspección General de Hacienda y tenemos otro 
presentado por el asesor letrado de las tres sociedades anó- 
nimas, el doctor Juan José Cladera, que ponemos a disposición 
“del MINA RESELO a los efectos de instrumentar esa respuesta. 


"La Mesa se permite acordar, también, que esa. objeción 
al artículo 4% que ha formulado el señor Subsecretario, fue 
una de las trabas más importantes que tuvimos en Comisión: 


con relación a este proyecto. 


De futuro se puede pensar en un cambio de legislación, 
con todo lo riesgoso _que ello pueda ser, pero parece altamen- 
te inconveniente --aún cuando seamos sensibles al. problema 
de los trabajadores-- modificar con retroactividad reglas 


98 un contrato. 


El procedimiento no parece demasiado justo. 
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La Comisión acepta la solicitud del señor Subsecretario, 
aa los efectos de que una vez que tenga en su poder toda la 
documentación que está gestionanda, podamos volver a la con- 
sideración de este tema. 


SEÑOR OLAZABAL, - ¿Me permite señor Presidente? 


Con relación a este prayecta de ley «tenemos una doble 
preocupación. | 


Por- un lado es claro qué existe un obecdcuzo en lo que: 
se refiere al orden de preferencia, por los adeudos que pu- 
dieran haber con garantía hipotecaria o prendaria. No obstan- 
te ello creo que hay un error de apreciación del señor Sub- 
secretario cuando dice que eventualmente en la solución de 
_ este problema, en este proyecto no hay costos para el Estado. 

Debo decir que hay un error, porque si bien en el proyecto. 
- no aparecen costos para el Estado, sí los hay en la resolu- 
ción del problema, si -. queremos hacerla, con retroactividad 
precisamente sin violar esas reglas de juego legales. Ahí 
sí va a apárecer algún tipo de costo para el Estado. Digo 
esto porque es clara la responsabilidad del Estado en toda 
esta actuación. Esa responsabilidad que se ha creado es por 
actitudes que llevaron a que se hiciera prácticamente “imposi- 
ble el reclamo Ye determinados ARSS laborales. 


Tenemos noticias, por ejemplo, de que se citaba a. la 
“gente a la Comisaría de Libertad, para ver si cobraba o. no; 
o sea que la Unidad administrativa que actuaba era la Comisa- 
ría. Por lo tanto, es fácil dárse cuenta que no estamos fren=  - 
te a una situación normal; que, por por otra parte, se carac- . 

terizaba por una cierta' discrecionalidad. Repito que se hacía 
ir a las personas a la Comisaría cada cierto tiempo para 
ver Si se les pagaba o no; incluso en tres oO cuatro veces. 
se cambió lo que se les había adelantado; se les había prome- 
tido el pago absoluto de los haberes y se les solicitó --de 
la manera que en ese entonces se pedían las cosas-- que no 
iniciaran acciones judiciales. : 


; Por lo tanta, señor Presidente, creo que en la solución 
del problema --no en el proyecto-- habrá algún costo para 
el Estado. ' ] 


_ Todo esto debe pasar por la investigación de qué actua- 
cion tuvo la Comisión Liquidadora: a quien pago o no y si' 
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realmente cumplió con las prioridades de los créditos. La 
actuación de esa Comisión, en ese sentido, parece haber sido 
bastante discrecional ya que todavía quedan bienes de una 
liquidación que empezó --no recuerdo exactamente la fecha-- 
hace 20 años. La liquidación en sí se decretó en 1975 ó 1976. 


Considero que el hecho de que diez años después de ini- 
ciada una liquidación, la misma no se haya efectuado --por 
lo menos, no tengo noticias en cuanto a qué se hizo con el 
dinero, a quién se pagó y a quién no-- es causa suficiente 
para que el Estado reconozca un principio de responsabilidad 
en este caso y se intente llegar a una solución, fundamental- 
mente por la vía de rehabilitar los derechos que fueron per- 
didos debido a presiones a que en ese momento se sometia 
al personal. Por otra parte, tengo conocimiento de que en 
este reclamo --aunque esto no tiene porque ajustarse a la 
realidad-- están involucradas potencialmente unas 150 perso- 
nas y realmente unas 60. | 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al respecto, quedaríamos a la espera 
de que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social nos indi- 
que que está en «condiciones de debatir en profundidad el 
tema. 

SEÑOR SUBSECRETARIO.- Deseo expresar que me preocupan las - 
palabras del señor Senador, dado que yo descartaba que el 
Estado tuviera que realizar algún tipo de erogaciones. Si 
esto sucediese, tendríamos que cuantificar dichas erogaciones 
y en esto me remito a la argumentación que formulé al tratar 
el anterior proyecto de ley. Sinceramente, no podemos saber 
cuántas son las situaciones en que pudo haber existido algún 
tipo de responsabilidad por parte del Estado. En la medida 
en que sancionemos algún próyecto de ley creando un preceden- 
te, tendremos que ir cubriendo todas esas soluciones para 
el pasado y no sabemos hasta dónde vamos a tener que llegar. 


Deseo solar que cuando el Poder Ejecutivo envió el 
proyecto de ley relativo a los funcionarios públicos desti- 
tuidos, ambas ramas del Poder Legislativo entendieron --y 
- Creo que esto no fue controvertido-- que no se podían procu- 
rar indemnizaciones hacia el pasado en base a aquellos prin- 
cipios de derecho tales como el estado de necesidad y la 
imposibilidaá del pago. En aquel caso, sin duda hubiéramos 
comprometido varios Presupuestos de la Nación para poder 
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atender las referidas indemizaciones... . PAÑOS... estúvimas..de 
acuerdo en reparar. las situaciones de futuro, pero creo que; 
esto también puede depararnos ána gran sorpresa, ya que des-| 
conocemos cuántas son las situaciones similares en las que: 
el Estado pudo haber incurrido en algún tipo de responsabili-: 
dad por la actuación de las autoridades del gobierno de fac-! 
to. Esto es muy difícil de medir y de cuantificar y, si San- 
.cionámos un proyecto de ley sin tener en cuenta esta situa-. 
*'ción, crearemos precedentes y entraremos a revisar todo el; 
pasado para tratar de saber: hasta dónde el Estado incurrió; 
en dicho tipo de A debido a las autoridades; 
¡del gobierno de facto. | 3 


SEÑOR PRESIDENTE.- A solicitud del señor Subsecretario, pasa-; 
:ríamos a considerar el tercer punto del orden del día: "“"Pro-" 
yecto de Ley por el cual se establece un régimen de amparo 
a los trabajadores de los ex Frigoríficos Swift de ENVENAOnS 
y Artigas Sociedad Anónima". 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Memorizando los antecedentes, diré 
que la Ley N* 12,498 establecía un seguro de pago para los 
trabajadores de determinados frigoríficos, que no fueran 
absorbidos por la Industria Frigorífica. Estos trabajadores; 
pertenecían a los Frigoríficos Swift y Artigas S.A., muchos' 
de los cuales pasaron posteriormente a desempeñar funciones; 
en el Frigorifico EFCSA. La mencionada disposición legal 
establecía que la indemnización, compensación oO seguro de 
“paro --como se le quiera llamar-- correspondía a aquellos. 
trabajadores que no tuvieran derecho jubilatorio. Si lo te- 
niían, no se verían amparados por este régimen de compensación 
especial, más allá de que las condiciones en las cuales se 
jubilaran fueran oO no las ideales. Lo cierto es que, desde 
la sanción de esas leyes hasta la resolución del  SENADEMP 
que data del año 1975, transcurrieron 17 años, durante los 
cuales buena parte de esos trabajadores percibieron del Esta- 
do una compensación, en virtud de no haber sido ARRORRAROS 
por la Industria Frigorífica. 


Aunque no podemos tener absoluta certeza, me atrevería 
“a afirmar que estamos casi seguros de que estos trabajadores 
-»Seguramente desempeñaron durante 17 años otras tareas remune- 
“radas fuera de la Industria Frigorífica, que en muchos casos 
pueden . haberse hecho en forma regular, es decir, aportando 
a las Cajas de Jubilaciones, y en otros no; pero inclusive 
esos servicios prestados deben haber generado derechos —jubi- 
latorios hasta el año 1975. Esto habría permitido a un buen 
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número de ellos ampararse al beneficio de la jubilación a 
partir de esa resolución del SENADEMP, por la cual se les 


suspendió el pago de esas compensaciones especiales. 


Entiendo señor Presidente, que si la Ley N* 12.498 esta- 
blecia que no podían gozar de esa compensación quienes te- 
nían derecho jubilatorio, sin ninguna duda la finalidad per- 
seguida era que, una vez que los tuvieran, cesara aquella 
compensación especial. Aunque la ley no lo decía así, sin 
duda estaba en su espíritu, por cuanto si de entrada les 
impedía gozar de esta compensación por tener derechos  jubila- 
torios, era lógico que la misma cesara al adquirirlos con 
el transcurso del tiempo. Aclaro que no estoy defendiendo 
“la juridicidad de esa resolución del -SENADEMP, sino que 
debemos tener en cuenta que se trata de trabajadores que 
durante 17 años recibieron una compensación del Estado y 
si bien la misma no era suficiente para satisfacer sus nece- 
sidades primarias, ellos deben haber desempeñado otras tareas 
y generado derechos jubilatorios. Por lo tanto, si en el 
año 1975 los derechos jubilatorios no colmaban la espectativa 
de quien pretende jubilarse con los mejores cómputos de edad 
y servicio, en la misma situación se encontraban aquellos 
que, a la sanción de la Ley N* 12.498, no pudieron 
recibir aquella compensación porque gozaban de derechos jubi- 
latorios. En aquel caso, se trataba de una imposición legal, 
más allá de que la persona se encontrara en la situación 
ideal para jubilarse o no. 


Además señor Presidente, en lo que se refiere a la refor- 
ma de la cédula jubilatoria, dudo que este proyecto de ley 
sea más beneficioso que la situación actual para esos traba- 
jadores que se acogieron a la jubilación. Digo esto, basándo- 
me en el tiempo transcurrido; desde 1958 han pasado ya 29 
años. Estos trabajadores están hoy jubilados y, en la mayoría 
de los casos, deben tener una determinada edad que hace que 
la política aplicada por el Poder Ejecutivo en las distintas 
revaluaciones --privilegiando a aquellos pasivos de menores 
ingresos y de mayor  edad-- alcance a estos trabajadores y 
que esta pretendida reforma de la cédula jubilatoria no re- 
sulte tal en los hechos. 


Confieso que me cabe una sola duda y es saber si a estos 


trabajadores que durante 17 años percibieron la compensación 
les fue computado o no el tiempo a los efectos jubilatorios. 
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En su momento hice la consulta, la que no me fue evacuada. 


Recuerdo que en aquel instante, a uno de los interesados 
que vino a hablar sobre este tema al Ministerio le solicité 
--sin ánimo de ¿que ello implicara ningún riesgo para él aun- 
que, tal vez, así lo debe de haber entendido-- que me propor- 
cionara su nombre y otros datos que necesitaba a efectos de 
poder ubicar su expediente jubilatorio, para ver qué criterio 
había aplicado en él la Administración. Lo hice así, ya que 
de otra forma no es imposible rastrear los expedientes. Esta 
persona, tal vez pensando que lo ibamos a perjudicar, no me 
proporcionó esos datos. Repito que yo puse en ello mi mejor 
buena voluntad. 


Considero que esta sería una situación a tener en cuenta, 
una duda a despejar. Habría que estudiar si esos años fueron 
contemplados o no;es más, si correspondiera hacerlo, tendríamos que ' 
ira los propios expedientes. 


Pienso que la situación de los trabajadores no va a va- 
riar, dado que la política del Poder Ejecutivo en las distin- 
tas revaluaciones fue privilegiar a los pasivos de menores 
ingresos y, seguramente, esos trabajadores -se encontrarían 
en esta situación, por lo: cual no se produciría ningún cambio: 
fundamental con la sanción de este PROPeSTO de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración. 


SEÑOR FERREIRA.- Quisiera realizar uns consulta a la Mesa. 
Cuando el señor Presidente dice "en consideración", en reali- 
dad lo que está haciendo, ¿no es posponer el tratamiento de 
este asunto para una próxima sesión? 


Considero que es así porque nosotros hemos recibido la 
información y, oportunamente, la tendremos en cuenta; pero 
ello no implica necesariamente que compartamos el criterio. 
expuesto por el señor Subsecretario.  - 


Con el respeto que el señor Subsecretario sabe que le 
tengo, debo decir que, en lo que se refiere a este proyecto 
de ley en concreto, él no ha aportado otros elementos de jui- 
cio aparte de los que figuran en la exposición de motivos 
que hemos suscrito con el señor Senador Tourné. Debo decir 
también que el señor Subsecretario ha hecho varias consultas 
que no le han sido evacuadas y si no le fueron resueltas en 
forma positiva a él, difícilmente lo van a ser a nosotros 
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par... la. vía del pedido. de inforues.p.de otros mecanismos a 
que podamos recurrir para obtener información por parte del 
inisterio, del cual él es uno de los jerarcas. ; 


Nuri 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Debo aclarar que tal vez esas consultas 
o me han sido evacuadas debido' a la dificultad para rastrea 
fuál fue la situación en que se liquidaron estas pasividades.: 
Por eso yo había procurado --buscando un caso concreto-- ver 
fuál fue el criterio de la Administración, respecto al trámite 
seguido y al cómputo de servicios realizado con estos jubila- 
fos. Considero que hasta que no: estudiemos uno de estos casos ,; 
o podremos saber Cómo fueron liquidadas esas jubilaciones. 


Y 


SEÑOR FERREIRA.- De todas maneras, considero que el señor 
Subsecretario parte de la base de que, dado el tiempo transcu- 
rrido se ha ido solucionando, por la vía de los hechos, el 
problema de algunos de los afectados por la resolución admi-— 
nistrativa del 24 de diciembre de 1975. Sin embargo, no hay 
pingún elemento. de juicio objetivo que abone esa posición.' 
Repito que el señor Subsecretario simplemente supone que con 
el paso del tiempo esta gente habrá conseguido otro trabaja. 
en el Sul. seguramente, debe de haber obtenido la jubilación .; 
£ ¿ 
s Creo que no es con este criterio que se debe legislar.: 
De haberlo aplicado anteriormente, no hubiera sido sancionada 
la ley de restitución de los destituidos, ya que podríamos 
haber pensado que, dado el tiempo transcurrido, ellos tendrían 
otro trabajo o tal vez se habrían amparado a algún tipo de; 
CIRO y 

A 
z Pienso que, más amé de la información que se pone a con= 
fsideración del Senado en la ¿exposición de motivos de este 
proyecto de ley, en el día de hoy no se ha aportado ningún, 
pes de juicio nuevo. , 
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: Oportunamente, cuando as el tema vamos a reiterar: 
puestra voluntad de que el proyecto se informe favorablemente 
y así se eleve al Plenario. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- El asunto figura en el orden del día de 

la sesión pasada, por resolución de la Comisión. | ; 
É 4 
l Hay un informe del señor Subsecretario; posteriormente, 
la Mesa dice "en consideración” porque ese es el procedimiento 
habitual. Simplemente es una invitación a los señores Senado- 
res a referirse al tema, ... : 
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SEÑOR TOURNE.- Advierto que es indudable el interés de la 
Comisión en escuchar la opinión de los representantes del 
Ministerio, a fin de tomar conocimiento del criterio del Poder 
Ejecutivo, por cuanto éste anuncia una oposición total al 
proyecto, oposición que no da pie para considerar ninguna 
alternativa. 


Quiero destacar que.este es uno de los proyectos que re- 
quiere iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo dejar constancia de que en un  memo- 
rándum que fue entregado a la Comisión se dice que las perso- 
nas afectadas, que serían contempladas por este proyecto, 
son solamente treinta. Concretamente, se expresa: "a efectos 
de plantear la situación de un grupo importante de trabajado- 
res mensuales, treinta personas aproximadamente que en diciem- 
bre de 1975 fueron afectadas por medidas arbitrarias y anti 
jurídicas adoptadas por el gobierno de facto" 


Existe también el inconveniente que apunta el señor Sena- 
dor Tourné, en cuanto a que no podemos expedirnos porque, 
en este plano, dependemos de la decisión pEnatsva del Poder 
Ejecutivo en materia de iniciativa. 


En consecuencia, la Mesa sugiere incluir este asunto en 
un próximo orden del día, en tanto el Ministerio prosigue, 
con urgencia, en la búsqueda de esos elementos que están con- 
dicionando la respuesta del Poder Ejecutiva y que han sido 
señalados por el señor Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Deseo expresar que, lamentablemente, 
para esto necesitaríamos también la colaboración de los pro- 
pios interesados. En el momento en que solicité estos datos 
a una de esas personas, no lo hice con el afán de investigar 
si había sido bien o mal liquidada su “jubilación a fin de 
disminuirle algún beneficio, sino para determinar cuál había 
sido el criterio aplicado por la Administración. 


Asimismo, deseo también llamar la atención de los señores 
integrantes de la Comisión sobre otro punto. La Ley N* 12.498, 
en su artículo 52, expresa que los beneficios que establece 
esta ley se servirán sin perjuicio de las indemnizaciones. 
por despido que corresponde abonar de acuerdo con la legisla- 
ción en vigor y determinadas por el cierre de las empresas 
frigoríficas. 
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Esto era un beneficio especial aún para aquellos que 
percibían la indemnización por despido. Esta situación se 
prolongó por 17 años, pero podría haberse extendido por 40 
o 50 años más, de no haber mediado la resolución del SENADEMP. 
Respecto a su juridicidad, reitero, no abro juicio; parecería 
claro su alcance jurídico y, también, la razón de su existen- 


Cia. 


Esta situación podría haber continuado indefinidamente 
en el tiempo. Llamo a la reflexión en lo que tiene nus ver 
con que una legislación de este tipo deba permanecer hasta 
tanto otra no la derogue. 


En un momento se pensó que estas situaciones eran coyuntu- 
rales y que quedarían resueltas en poco tiempo. Pero no fue 
así. Es decir, la Ley N* 12.498 no impedía que estos trabaja- 
dores se dedicaran también a otras actividades, las que no 
provocaban ¡incompatibilidad para la percepción de esos subsi- 
dios. Por lo tanto, resulta evidente que los trabajadores 
las tendrían, en algunos casos en forma regular y en otros 
no. Cabe presumir, que tal vez ciertas personas no aportaron 
a la correspondiente Caja de Jubilaciones. Pero, sin duda, 
ya que la legislación vigente no impedía que tuvieran otras 
actividades, tampoco _impedía que tuvieran beneficios jubilato- 
rios de acuerdo al régimen común. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que sería conveniente adoptar un 
procedimiento similar al de los proyectos anteriores: facultar 
a la Mesa para que, a través de Secretaria se realicen gestio- 
nes para que podamos mantener una conversación con esos traba- 
Jadores a efectos de hacerles conocer lo que aquí se ha trata- 
do. | 


SEÑOR OLAZABAL.- Con relación a los datos que faltan y a los 
cuales se ha referido el señor Subsecretario, que tiene que 
- ver con las personas que puedan haber cobrado o no --me refie- 
ro concretamente a los proyectos que aquí se han mencionado 
y no a éste-- quiero agregar un dato que me parece de suma 
importancia. 


Considero estos tres proyectos como un paquete ¡indivisi- 
ble, a pesar de que sean diferentes. Durante muchos años, 
aunque no es ésta mi especialidad, he tenido conocimiento - 
de que los juzgados han reconocido la prioridad de los credi- 
tos laborales frente, por lo menos, a las prendas, aunque, 
no sé si ello es así para las hipotecas. Creo que en los casos 
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de liquidación Ha legislación abundante en el sentido de 
reconocer la prioridad de los creditos laborales antes que 


las prendas. Lo que no sé, es si se refiere a todas las pren- 
das en general o a las que no tienen desplazamiento. Y si 
a las prendas con desplazamiento se las considera prioritarias 
frente al crédito laboral. 


Quisiera saber si existen posibilidades de tener un infor- 
me jurídico que aclare estas dudas, ya que lo considero de 
suma importancia llegado el momento de juzgar si la Comisión 
liquidadora procedió de acuerdo a normas de derecho. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Procuraremos brindar ese informe jurídi- 
co. El artículo 11 del Decreto-ley N*14.188, establece una 
modificación con respecto al orden de preferencia que tienen 
los acreedores de acuerdo a determinados artículos del Código 
Civil --si mal no recuerdo el N* 2372-- y otros del Código 
de Comercio. En ellos se establece que los créditos laborales 
los pone en un pie de igualdad, no por encima o con una prio- 
ridad superior, a los créditos con garantía real. Repito, 
que los pone en un pie de igualdad por cuanto dice que no 
deberán esperar las resultancias del concurso. Es la misma 
terminología que emplean, si mal no recuerdo, los Códigos 
Civil y de Comercio para los créditos ld id y prenda- 
rios. 


La otra puntualización que queremos hacer es que el régi- 
men de las prendas sin desplazamiento es posterior a los Códi- 
gos Civil y de Comercio y, por lo tanto, cuando la ley se 
refería a acreedores prendarios, en aquél momento hacía men- 
ción a los con prenda con desplazamiento. Diría que «con la 
posterior sanción de la ley sobre prendas sin desplazamiento, 
se le reconoce también la calidad de acreedores prendarios. | 


Dejo a salvo el posible informe juridico decretando que 
estarían en pie de igualdad los prendarios de prendas con 
desplazamiento y sin desplazamiento. Pero reitero que lo que 
establede el artículo 11 del Decreto-ley N* 14.188, a mi jui- 
cio --sin perjuicio de que en materia jurídica siempre existe 
más de una biblioteca y más de una interpretación-- es un 
mismo grado para los acreedores por créditos laborales y los 
prendarios, y para los prendarios e hipotecarios. 


Lo que establece este proyecto de ley es un orden de pre- 


ferencia, Superior para los acreedores prendarios e hipoteca- 
rios. En ese aspecto, sin duda hay una variación, salvo que 
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Alguien interprete --por eso hablaba de dos bibliotecas, aun- 


que puede haber cinco o más-- que el artículo del Decreto- 
ley N2 14,188, ya preestablecía esa preferencia de los acreedo 
res laborales por encima de los con crédito hipotecario o 
prendario. 


SEÑOR OLAZABAL.- Pienso que este es un tema muy importante. 
En la discusión de este proyecto, nosotros hemos dudado si 


se han cambiado o no las reglas de juego. Posiblemente no 


sea así, por lo menos con relación a la jurisprudencia que 
en este momento hay en el país. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- No conozco la jurisprudencia reciente; 
hasta que yo me recibí, la interpretación mayoritaria era 
que a los acreedores con créditos laborales y a los que tenían 
garantía real, se los ponía en un pie de igualdad. Reitero 
que no sé si la jurisprudencia reciente ha establecido otra 


cosa. 


Señor Presidente: he omitido decir algo pero, va de suyo, 
que en el primero de los proyectos analizados, es decir, el 
de las indemnizaciones a los funcionarios del ex Frigorífico 
Nacional, en cuanto suponía erogaciones del Estado, necesita 
iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a la consideración del 4e punto 
del orden. del día: Proyecto de Ley por el que se suspende 
la vigencia del artículo 82 de la Ley N2 15.852. 


SEÑOR FERREIRA.- Señor Presidente, quiero anunciar a la Mesa 


que debo abandonar la Comisión ya que a las 12 horas tengo 
una reunión de bancada a la cual debo asistir. 


Los temas que quedan aún por analizar, se limitan a reque- 
rir información por parte de las autoridades del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social y de la delegación obrera que 
nos visitará. 


Por tal motivo, solicitaría que por medio de Secretaría 
la Mesa nos haga llegar su informe sobre los datos recabados. 
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Veo que se pasa a discutir un tema que, eventualmente, 
podría ser motivo de un pronunciamiento de la Comisión. En 
ese sentido, si los demás miembros de la Comisión no tienen 
inconveniente, a efectos de facilitar la tramitación del 
mismo y ante la imposibilidad de los señores Senadores del 
Partido Nacional de estar presentes, deseo dejar constancia, 
tanto por parte del señor Senador Ituño como por la mía, 
de que estamos de acuerdo con el proyecto presentado por 
los señores Senadores Rodríguez Camusso y Olazábal por lo 
que, de registrarse una votación, solicitamos que se cuente 
nuestro voto como afirmativo. 


Pido excusas, entonces, tanto a la Presidencia como al 
señor Subsecretario y a sus asesores, por tener que reti- 
rarme. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El representante del. Poder . Ejecutivo va 
a dar su opinión sobre el proyecto a estudio. 


Tiene la palabra el señor Director General. 


SEÑOR CAPELLINI.- Con relación al proyecto de ley por el 
que se suspende la vigencia del artículo 18 de la 
Ley N2* 15.852, para los productores titulares de explotacio- 
nes de hasta 200 hectáreas CONEAT, es nuestra intención hacer 
conocer a la Comisión algunos de los puntos de vista que 
se manejan por parte de la Administración para relativizar 
los alcances del mismo. 


En primer lugar, debemos recordar la fundamental impor- 
tancia que tiene todo lo que se vincula con los controles 
indirectos en la arquitectura del proyecto o en la concep 
ción de la ley de aportes del sector rural a la Seguridad 
Social. Al respecto, pienso que el tratamiento de este tema, 
en especial de lo que luego fuera el artículo 18, en la dis- 
cusión parlamentaria y en el análisis de la disposición a 
nivel de las Comisiones respectivas, permite subrayar su 
importancia y el papel que juegan Las certificados como forma 
de efectivizarlo. 


Haciendo una muy breve síntesis, diría que, por las par- 
ticularidades del sector y de las explotaciones agropecua- 
rias, los mecanismos usuales tendientes al control de la 
evasión y de la morosidad no funcionan normalmente y a la 
hAministración no le es posible ejercerlos en forma debida. 
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De ahí entonces, la gran significación de los controles 
indirectos, Desde este punto de vista debemos manifestar 
reservas en cuanto al proyecto de ley que esta a estudio 
de esta Comisión. 


Por otra parte, pensamos que podemos agregar dos elemen- 
tos que, a nuestro juicio, son de suma importancia. 


De acuerdo a los datos del último censo agropecuario 
--si no me equivoco, de “los años 1984 ó 1985-- en el que 
se mide la distribución de los establecimientos segun la 
extensión de la explotación, en virtud de esta disposición, 
quedarían comprendidos alrededor del 80% de los titulares 
de explotaciones agropecuarias, lo que indica la gran magni- 
tud en términos de empresas rurales contribuyentes incluidas 
en la misma. En consecuencia, por el plazo que establece 
el proyecto, estarían liberados de la condición de encon- 
trarse al día para realizar una serie de gestiones en distin- 
tos tipos de organismos, A nuestro juicio, esta hace caer 
todo el sustento de la recaudación del sector rural ya que, 
repito, incluye al 80% de las empresas. 


Por otro lado, la vigencia de la Ley N2 15.852 determinó 
que se encontraran comprendidos en la misma los vencimientos 
o las contribuciones correspondientes al trimestre octubre- 
diciembre de 1986, lo que, por distintas dificultades de 
índole administrativa con respecto al cumplimiento de los 
requisitos formales para la inscripción, registro y presen- 
tación de las declaraciones que acompañan al acto del pago, 
ha motivado una postergación de la recaudación, a tal punto 
que a la fecha y en relación a ese trimestre --que, repito, 
que es el primero comprendido: en el régimen de la 
Ley N* 15.852-- se ha podido constatar que ha tributado un 
menor número de empresas que las que lo venían haciendo por 
el régimen anterior. Sin duda, debe estar pesando --y esto 
lo atendió la Administración en forma especial-- el cumpli- 
miento de requisitos formales a cargo del contribuyente que, 
seguramente por dificultades de orden práctico, se vio impo- 
sibilitado de obtener todos los recaudos que deberían acompa- 
ñar a la declaración jurada que se realiza junto con el pago. 


Estos elementos son sumamente ¡importantes para la Ad- 
ministración, por cuanto, como digo, ponen en riesgo los 
difíciles recursos de la Seguridad Social y, especialmente, 
los que emanan del sector rural, sobre los que teníamos tan- 
tas expectativas. : 
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En relación a este tema, también debemos poner en cono- 
cimiento de la Comisión que por vía reglamentaria se han 
adoptado una serie de medidas que tienden a cumplir el mismo 
efecto que se lograría cón la sanción del proyecto de ley 
que estamos considerando. 


Por Resolución N2 955/87. del Banco de Previsión Social, 
se dispuso --siempre en el marco de la Ley N* 15.852-- un 
régimen especialísimo de facilidades de pago para el pequeño 
productor, haciendo uso de la facultad del establecimiento 
de cuotas de amortización crecientes. Es decir, se comienza 
con un pago muy bajo, tanto de capital como de: intereses 
y la cuota va subiendo en la medida en que se avanza en el 
plazo de la facilidad. 


Así, por ejemplo, para los pequeños productores, en el 
primer año de la facilidad se ha establecido una cuota equi- 
valente al 25% de la que resulta por aplicación de las dis- 
posiciones de lá ley y en el segundo año aumenta al 50%, 
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Creo que es bueno que la Comisión conozca la resolución 
administrativa que estoy comentando. Puedo decir, con  cono- 
cimiento de causa, que ha tenido una excelente acogida y 
una buena adaptación de los intereses de los productores 
a sus condiciones. Eso nos lo hizo saber más de una organi- 
zación representativa de este tipo de productores. 


También deseamos poner en conocimiento de esta Comisión 
la realidad del problema. Podemos presentar situaciones de 
contribuyentes con diferente nivel de endeudamiento y por 
distintos periodos. Me voy a situar en el peor de los casos, 
que corresponde al de un productor individual con el mayor 
nivel de endeudamiento posible, por un período de 18 años 
y medio de actividad sin pago de aportes. Su deuda total, 
liquidada incluyendo los recaudos alcanza la suma 
de N$ 162.000; este productor tendría a su cargo una cuota 
mensual de N$ 1.630 y, en consecuencia en el primer año abo- 
naría N$ 407,S0por mes y, en el segundo, N$ 815. 


Traigo a colación la materialidad de la deuda y la cuan- 
tía del régimen de amortización que emana de las disposicio- 
nes administrativas que se han tomado para tratar de situar, 
a nuestro juicio en sus límites precisos, lo que es el régi- 
men de cancelación en función de las medidas administrativas 
adoptadas por el Banco de Previsión Social. 
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Observen los señores Senadores que estamos. hablando de 
una cuota ménsual de amortización de N$ 407,50 para la peor 
de las situaciones contributivas en términos de endeudamien- 
to, como por ejemplo 18 años y 6 meses de deuda. 


>, Es intención del Banco de Previsión Social realizar, 
además de lo ya hecho, una ampliación de los plazos y una 


_- campaña de difusión de estas nuevas disposiciones administra-. 


tivas que permiten acogerse a este régimen, sin duda más 
beneficioso que el régimen general. Esto se llevará a cabo 
“en colaboración con otras instituciones con el propósito 
de solucionar determinado tipo de problemática y con el fin 
de difundir e implementar la aplicación de este sistema. 


Todo esto se puede llevar a la práctica utilizando, ade- 
más, distintos mecanismos institucionales que se han instru-. 
- mentado ya en determinadas zonas con el propósito de manejar 

cierta problemática muy acotada y concreta. 


SEÑOR CAPECHE.- Valoro especialmente la información brindada 
por el representante del Banco de Previsión Social. 


Sin embargo, tengo conocimiento de que en este momento 
una gran masa de pequeños productores rurales, especialmente 
en el departamento de Canelones, no pueden cumplir con los 
requisitos que se establecen, porque les demandaría un inmen- 
so sacrificio. 


No hacemos referencia solamente a los aportes al Banco 
de Previsión Social, sino también a las demás contribuciones 
a que deben hacer frente, como por ejemplo a las planillas, 
recaudación por venta de productos, etc. a 


En este momento, los pequeños productores se ven obliga- 
dos a solicitar créditos para poder realizar las plantaciones 
y con esta disposición estariamos impidiendo, a muchas fami- 
lias que están sufriendo, llevar a cabo el laboreo. 


Por tales motivos, señor Presidente, vamos a acompañar 
el proyecto tal como está Propentado. 


SEÑOR TOLOSA.- El Banco de Previsión Social ha considera- 
do el proyecto con atención y preocupación. 
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Como señalaba el contador. Capellini, todos los contro- 
les previstos en la Ley N* 13.705 como ser los certificados 
para el registro de arrendamiento y anticresis, prenda agra- 
ria, judiciales de varios tipos y registro de automotores 
fueron sustituidos en el nuevo régimen de aportaciones, por 
un único certificado para operar con instituciones al sis- 
tema financiero nacional. | 


Este control para nosotros es sagrado y si lo perdemos, 
dada la característica de la explotación rural, la sSsitua- 
ción sería caótica. 


- "Toda la problemática de los productores rurales ha sido 
analizada eon gran sensibilidad por el banco y para ello 
se ha estado en continuo contacto con las Asociaciones Rura- 
les, con el propósito de buscar las mejores soluciones. 


Hemos cambiado ideas, además, con distintos productores 
en el momento de realizar giras por los diferentes departa- 
mentos. 


Con este fin realizamos una publicidad y e€l sector  ru- 
ral ha respondido ampliamente. Ñ 


Asimismo se han tomado medidas administrativas, incluso 
excediendo las facultades legales- del organismo, como por 
ejemplo, posponer los plazos de admisión de las declaracio- 
nes juradas, en aras de brindar una mayor facilidad a los 
contribuyentes. 


La ley prevé facilidades para los pequeños contribuyen- 
tes, hasta 200 hectáreas, los reajustes anuales, en el caso 
de los regímenes de cinco y diez años, son un 70% del índice 
de precios del consumo del año anterior. En este cCcaso,' las 
deudas se van a regularizar, para estos productores, repito, 
en un 70%, 
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: El señor contador Capellini hacía referencia a la resolu- 
ción del 22 de abril que establece que para determinados 
sectores de productores rurales se exige solamente el 25% 
del pago de las deudas, que en el peor de los casos signi- 
fica N$ 400 por mes, para hacer frente a las deudas de un 
período de 20 años. » 


J 


A esta suma habría que agregarle la cuota normal de obli-. 


gaciones, que oscila alrededor de los N$ 1.700. 


Pensamos que se están regularizando situaciones y, en 
definitiva, no apreciamos que el diferir el cumplimiento 
de sus obligaciones, constituya un favor para los producto- 
res rurales, pues entendemos que los planes son accesibles 
a todos. 


De lo contrario, complicaríamos la situación de los pro- 
ductores rurales que no hayan podido regularizar su deu- 
da. 


SEÑOR OLAZABAL.- Señor Presidente: (he seguido atentamente 
las exposiciones de los representantes del Poder Ejecutivo. 


, 


Sin embargo, me he visto sorprendido por las cifras mane- 
jadas por el señor contador Capellini. La versión que tenemos 
en nuestro poder de los niveles de endeudamiento tiene ori- 
gen en la misma fuente que la dada por los representantes 
del Poder Ejecutivo. 


La presentación de este proyecto tuvo como finalidad 
recoger las inquietudes que nos han hecho llegar las agremia- 
ciones de productores al efectuar algunas recorridas por 
los distintos departamentos del país. 


Es así que pudimos recoger cifras que, a nuestro juicio, 
son absolutamente diferentes a las mencionadas aqui. 
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De todas maneras, la única manera de solucionar una 
discrepancia en ¿cuanto a las cifras, es obtener mayores 
detalles de cómo se llega a ellas para ver dónde está el 
punto exacto en este tema. 


Sin embargo, sean cuales fueren las «c.:..., lo importante 
es que hoy existe una realidad que no se puede esconder 
ni dejar de reconocer por medio de la ley. Es decir, si 
no se aprueba con rapidez alguna medida que permita un alivio 
Aa determinados sectores de productores, va a haber un mayor 
despoblamiento de nuestra campaña y, a largo plazo, eso 
tampoco le va a servir a los ¡institutos recaudadores. La 
sucesión de medidas adoptadas por el Banco de Previsión 
Social y las autoridades del Poder Ejecutivo no han hecho 
otra cosa que recoger una realidad, que es que en ese nivel 
de producción existe una verdadera crisis que no tiene salida 
si. se sigue pretendiendo cobrar deudas atrasadas generadas 
por un situación de injusticia que fue reconocida como tal, 
y si bien se corrigió para el futuro no se hizo nada para 
paliar los efectos que había causado el endeudamiento de 
los productores. 


La ley que se aprobó por la que se cambiaba el régimen 
de tributación del sector, reconoció la injusticia del 
anterior sistema de aportación que es el que está provocando 
que estos problemas se planteen. Si a esto le añadimos la 
forma en que están trabajando miles de pequeños propietarios, 
de absoluta subsistencia y marginados de la actividad agrope- 
cuaria, si bien numéricamente forman una cantidad importante, 
estoy seguro que desde el punto de vista de las cifras de 
recaudación no constituyen el mismo porcentaje que desde 
el del número de establecimientos. 


Por otra parte, nos avenimos a considerar un plazo menor 
al propuesto en el proyecto. No creo que la actitud del 
Estado sea la de renunciar a los controles por tiempo indeter 
minado o de manera indirecta. Sin embargo, debemos atenernos 
a la situación de hecho que se plantea en la actualidad. 
Ella no se circunscribe a la zona de RAUSA ni al noreste 
de Canelones, sino que se expande a todo el país en distintas 
actividades. Además, no se puede perder de vista la necesidad 
que tienen los pequeños productores trigueros y los de otro 
tipo de cultivos de invierno que están en plena actividad 
y que precisan ahora los créditos bancarios. A ellos no 
les sirve que se otorguen dentro de un par de meses, porque 
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hoy tienen que hacer las tareas y el clima no espera a que 
se tomen las medidas administrativas. Por ende, consideramos 
que se justifica que se adopte una medida extraordinaria 
en salvaguarda de dos principios fundamentales: la necesidad 
de que el sector continúe trabajando y el deseo de que no 
se agrave más "la situación de despoblamiento de nuestra 


SEÑOR CAPELINI.- Con respecto a lo manifestado por el señor 
Senador Capeche, las disposiciones de este proyecto de ley 
sólo surten efecto en razón de las obligaciones con el Banco 
de Previsión Social más que en relación con el certificado 
único que se establece. Es decir, no implica ningún tipo 
de alcance 'con relación a tributos a cargo de la Intendencia 
Municipal o del Banco de la República. 


En segundo lugar, somos conscientes de la rigidez de 
los ciclos biológicos y pensamos que por medio de - medidas 
administrativas podemos actuar de manera más eficaz y ágil 
que por la vía de la sanción legislativa de determinadas 
disposiciones ya que, sin duda, el tramite parlamentario 
lleva su tiempo. 


Sin embargo, debemos poner el acento en determinados 
puntos. En primer término, remarcar la importancia del control 
indirecto para el sistema de aportes del sector rural en 
la Seguridad Social. Sin él, la administración queda maniata- 
da en cuanto a lo que es la morosidad. En segundo lugar, 
en función de los datos censales disponibles, y de los térmi- 
nos de este proyecto que lleva la extensión a 200 hectáreas 
CONEAT, no tengo dudas - que por esta extensión se abarca 
a alrededor del 80% de los contribuyentes del sector. Como 
se ve, esto tiene un efecto muy importante para las finanzas 
del Banco de Previsión Social. 


Asimismo, la postergación del control indirecto induce 
al productor endeudado a la no regularización de su situación 
por obligaciones hasta el 30 de setiembre de 1986, y la 
no utilización de este procedimiento administrativo va a 
agravar, quizá en términos irreparables o de muy difícil 
solución, su situación futura. Obsérvese que pese a adeudar, 
en función de las disposiciones de esta ley y al tener la 
ventaja de levantar la exigencia del certificado, tiene seis 
trimestres adicionales de endeudamiento para los cuales 
no es posible la contemplación en los términos de la Ley 


Ne 15.852, 
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No es cosible la contemplación en los términos de la 
Ley N*2 15,852, siéndole sólo aplicable las disposiciones 
generales en materia de facilidades de pago establecidas 
en el Código Tributario. Esto a nuestro juicio agrava de 
una forma muy sensible y tal vez ¡irreparable la situación 
de los productores. 


Insistimos en que, con las medidas administrativas que 
se han dictado por parte del Directorio del Banco de Previsión 
Social, se está en condiciones muy beneficiosas de acceder 
al certificado y, en . consecuencia, no sólo de. vincularse 
nuevamente al sistema de Seguridad Social, con los beneficios 
de prestaciones que van implícitos en él, sino de obtener 
en plazos administrativos que van de 24 a 48 horas, el certi- 
ficado para poder, a su vez, estar en condiciones de golpear 
las puertas del Banco de la República, del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y de los distintos organismos 
a los cuales normalmente recurren los productores agropecua- 
rios. 


Por supuesto que estamos de acuerdo con el señor Senador 
Olazábal en cuanto a que en relación a los niveles de endeuda 
miento, la casuística es muy grande; no es lo mismo un campo. 
de 200 hectáreas que en el curso de 10 o 15 años no haya 
pagado un solo peso a la Seguridad Social, que haya tenido 
personal dependiente a otro tipo de explotacion o de giro 
dentro del sector agropecuario, donde no se tenga personal 
dependiente y sólo se posea una explotación unipersonal 
o pluripersonal, en régimen de sociedad, que se integre 
o no con cónyuges colaboradores. 


Por supuesto, señor Presidente, que la casuística es 
muy grande y que los niveles de endeudamiento que se deducen 
de ella, han de ser también distintos. 


Traje un ejemplo típico de lo que puede ser un pequeño. 
productor con 18 años y 6 meses de endeudamiento, desde 
enero del 68 a junio del 86, mostrando que, en función de 
las disposiciones administrativas, dicho nivel se: puede 
hoy cancelar por obligaciones del primer trimestre, comprendi 
das en la ley, con niveles de aportación sumamente bajos, 
para los cuales además --insisto retomando el comentario 
hecho por el doctor Tolosa-- existe un régimen de indexación 
que, se aparta de lo que es la generalidad de la situación. 


En el marco del nrovecto de ley que estamos considerando 
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--tal como está redactado y presentado-- tenemos un _plazo 
sin duda extenso que comprende --al menos en el cálculo 
rápido que hemos hecho-- no menos de seis trimestres de 
aplicación del régimen de la Ley N* 15.852, que supone un 
endeudamiento irreparable a nuestro juicio, donde es peor 
-el daño que el beneficio que se hace al productor. 


Creo que es necesario que la Comisión conozca la opinión 
del Poder Ejecutivo Y del Banco de Previsión Social, sobre 
el particular, así como la generalidad y el grado de extensión 
de la superficie que se plantea en este proyecto: 200 hectá- 
reas CONEAT. No estamos muy seguros que con esta generalidad 
estemos hablando siempre de pequeños productores. 


Creo que por la variedad del giro agropecuario 200 hectá- 
reas CONEAT ¡implica generalizar el- concepto de pequeños 
productores. 


Eran las precisiones que deseaba hacer, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tenemos una posición definida como 
partido, más allá de la natural correspondencia con el Poder 
Ejecutivo; pero en términos generales debemos expresar que 
nos han hablado personas que pretenden un régimen como el 
que se proyecta. He respondido que tenemos siempre reservas 
en cuanto a la concesión que, después se va haciendo automáti 
ca, de este tipo de plazo, sobre todo habida cuenta de los 
antecedentes que tiene esta ley. Ella ha sido muy elaborada 
y vino a reemplazar un régimen absolutamente inconveniente 
y resistido en el ambiente rural. Esta ley fue recogida 
por el medio rural como un paso adelante, como una especie 
de salvación respecto al problema que en esta materia se 
venía viviendo. 


Tomando en cuenta particularmente las expresiones del 
contador Capellini respecto al daño que se puede hacer al 
sistema de tributación y al equilibrio financiero de los 
organismos, veo que una ley que fue recogida con beneplácito 
--y que había sido esperada con gran expectativa-- entra 
a desprestigiarse por su no aplicación. ¿Qué pasa si _1duego 
en Sala en lugar de 200 hectáreas se propone 300 ó 400, 
sin medir las consecuercias del: riesgo? 
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Me hacen mucha fuerza los argumentos que han expuesto 
los representantes del Poder Ejecutivo y quisiera hacer 
una reflexión final. Si ese nuevo régimen a que se ha hecho 
referencia, esa resolución de carácter administrativo, no 
pudieran acelerarse en cuanto a su difusión, a los efectos 
de que la gente entendiera su aplicación lo más rápido posi- 
ble. 


SEÑOR CAPELINI.- ¿Me permite, señor Presidente? 


Lo que tenemos para aportar sobre el particular, señor 
Presidente, más allá de las impresiones personales --que 
' por supuesto respetamos y valoramos-- de los señores Legisla- 
dores que tengan un conocimiento directo de las distintas 
zonas del país que puedan verse afectadas por este problema, 
es que las medidas administrativas han ERAS un gran impacto 
y una muy buena A : 


Debe decir que, por ejemplo, ¡en la 20na noroeste de 
Canelones --reconozco que es un tema que puede tener cierta 
generalidad aunque no con las particularidades que ofrece. 
esa zona-- ha tenido una excelente receptividad y se tiene 
- constancia formal y administrativa de vinculación con las 
oficinas pertinentes, de miles de productores que frenados 
por la aplicación del régimen general de la ley, al tener 
conocimiento: de las medidas administrativas de difusión 
generales y, muy especialmente en la zona, han concurrido 
masivamente a las Oficinas del. Banco de Previsión Social 
destacadas en las localidades que comprende €esa: zona del 
noroeste de Canelones. A ¡nuestro juicio, las medidas han 
tenido un impacto realmente estupendo. Por esto quería agregar 
esa información adicional a la exposición del señor Presiden- 
te. 


SEÑOR CAPECHE.- ¿Me permite, señor Presidente? 


Debo hacer una aclaración, señor Presidente, porque 
- yo fui el que me referí a que también se veían perjudicados 
los créditos del Municipio. Diría que si es del Banco de 
Previsión Social, pero se refiere a todos los organismos 
. que tienen que llevar el certificado como que están al día 
en la Caja, a los efectos de que le den el crédito ESOS 
diente. 
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Cuando se realizan las ventas de las haciendas, donde 
el Municipio otorga un crédito de tres meses, quien no paga 
en ese tiempo, tiene un recargo estipulado. Lo mismo sucede 
cuando no se paga la contribución inmobiliaria en el plazo 
establecido y el Municipio lo tolera. Todos estos son crédi- 
tos y, por consiguiente, considero que primero tendría que 
llevarse el certificado para estar en condiciones para reali- 
: zar qa operación. 


- 


Quería aclarar esto, * señor Presidente; «para no quedar 
en blanco de por qué nos referimos al problema del Municipio. 
Considero --si no estoy equivocado-- que también a los crédi- 
tos del Municipio les corresponde el control con el certifica 
do que se expide por el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- ¿Me permite, para hacer una aclaración 
con respecto a las palabras del señor Senador Capeche? 
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La ley se refiere a las instituciones públicas o privadas 
del sistema financiero nacional. Creo que aun cuando los 
Municipios den algún tipo de crédito, no se puede considerar 
que son instituciones del sistema financiero nacional. Por 
lo tanto, parecería que en este caso esa disposición no 
es aplicable para los posibles créditos que den las intenden- 


cias. 


Con respecto a este proyecto de ley y a la posibilidad 
de acompasar, en cierta forma, la debida difusión de estas 
resoluciones que ha adoptado el Banco de Previsión Social 
con respecto a estas normas de contralor indirecto, estudia- 
ríamos qué posibilidad habria de suspender la vigencia de 
la exigencia de este certificado por un plazo tal vez muy 
breve, pero que diera la oportunidad a aquellos productores 
rurales que todavía no se han "renganchado" --digamos-- 
al sistema, teniendo conocimiento de estas disposiciones 
adoptadas por el Banco de Previsión Social, puedan hacerlo. 
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En ese sentido, adelanto una opinión y en breves días 
nos pronunciaríamos sobre como podemos hacer para solucio- 
nar esta situación de momento, hasta tanto no tengan la debida 
difusión esas disposiciones del Banco de Previsión Social, 
si es que no puede ser por vía administrativa. Lo mismo digo 
con respecto a pronunciarnos sobre aquellos productores com- 
prendidos en este proyecto de ley, es decir, aquellos que 
exploten hasta 200 hectáreas valor CONEAT. Tendremos que ver 
cual es la realidad y si esta medida de hectáreas CONEAT debe 
ser o'no revisada en alguna forma para contemplar a aquellos 
productores a quienes queremos amparar o beneficiar. 


SEÑOR CIGLIUTI.- Estoy de acuerdo con lo manifestado por el 
señor representante del Poder Ejecutivo,ycon las expresiones 
del señor Subsecretario en cuanto a la posibilidad de poder 
conversar sobre esos temas y sobre la posibilidad de dar 
facilidades a los productores que todavía no se hayan ajusta- 
do a los extremos o exigencias de la ley. De cualquier modo, 
pienso que no debemos ni podemos interferir en el criterio 
de los señores miembros de la Comisión, pero creo que podriamos 
hacer «un compás de espera, sin comprometer los objetivos que 
persiguen los proponentes, quedando a la expectativa de una 
nueva conversación con los señores delegados del Poder Ejecu- 
tivo, que esperamos no se extienda mucho en el tiempo. De 
todas «maneras, éste es un régimen nuevo y, como tal, siempre 
presenta dificultades. También existe ahora una norma para 
las Intendencias, que les permite defender sus reclamaciones; 
la única manera de lograrlo es que los gestionantes presenten 
sus certificados al dia, tal como los deben tener con respecto 
al Banco de Previsión Social. Aunque se trate de una síntesis 
de los demás contralores indirectos del Banco éste mecanismo 
es nuevo e, indudablemente, es el más eficaz. Con él - alcanza- 
ría, como basta para las Intendencias. Por supuesto que el: 
Proyecto podría tener algunas modificaciones, pero las medidas 
de carácter administrativo anticipadas por los señores Subse- 
cretario y Director General, permiten comprender que en el 
plano administrativo algunas se han adoptado. Propongo, señor 
Presidente, que pospongamos la consideración de este asunto 
hasta que el señor Presidente se conecte con el señor Subsecre 
tario y estemos en condiciones de reemprender su examen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si fuera necesario convocar a una nueva 

reunión, luego “de un contacto conh el señor Subsecretario, 
la Mesa solicitaría la facultad de poder citar a una sesión 
extraordinaria a los efectos de que todo quedara dilucidado 


: a + Y 


en el curso de esta semana. 


_Se pasa a considerar el quinto punto del orden del día: 
"Proyecto de Ley por el que se declara vigente para el perso- 
nal de ANTEL, la ae de servicios en función de años 
de actividad bonificados" | 

- AL respecto, recibimos una información a través del señor 
delegado del Ministerio sobre que estaba en proceso de estudio 
por parte del Banco de Previsión Social, tal como fue reque- 
rido, pero nosotros ya llo habíamos incluido en el orden del 
día. Por lo tanto, si aun no hubiéramos obtenido dicho informe, 
en virtud de hacer tan poco tiempo que el mismo fue solicitado, 
no tendríamos inconveniente. en proponer dejar este asunto 
para tratarlo en una próxima reunión. 


SEÑOR CAPELLINI.- Señor Prefidenté: brevemente, podría anticí- 
par alguna' conclusión. En este tema --que tal vez sea el 
más fácil de todos los que deremos estudiar en esta sesión 
de trabajo-- se hayan en juego dos aspectos. En primer lugar, 
la naturaleza del vínculo jurídico de este tipo de trabajado- 
res, en cuanto a si revisten o no la calidad de funcionarios 
públicos y cuál es su afiliación. En este caso, y en relación 
al mismo Ente empleador --por llamarlo de alguna forma-- se, 
había planteado otro problema que era el relativo a las lim- 
piadoras de ANTEL. El mísmo tuvo solución por vía adminis- 
trativa y por resolución declarativa del directorio de ANTEL, 
definiendo la naturaleza del vínculo... Esperamos que en el 
mismo sentido y tenor opere ella en lo que tiene que ver con 
el personal telefonista, Quiere decir que sería innecesaria 
una declaración por vía legislativa sobre el particular. Se- 
guramente, en el correr de los próximos días podremos confir- 
mar, sin duda, una resolución del Ente en el sentido a que 
hacía referencia. En segundo término, el tema de la bonifica- 
ción de servicios. Al respecto, se consideran perfectamente 
aplicables las disposiciones del artículo 70 del Acto Insti- 
tucional N2* 9 donde, por la vía del decreto reglamentario, 
es posible establecer el carácter de la bonificación. 


Vinculados a este tema, hay dos tipos de informes a los 
que se hacía referencia: uno del Banto de Previsión Social 
y otro de la inspección de trabajo --dependencia del Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social-- quien, en función del 
dictamen correspondiente que aún está pendiente y en la medida 
en que impliane configurar situacio:os de trabajo que conlle- 
ven un riesgo sico-físico en alguna «¡dida >) arado para el 
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trabajador, estaría en condición de calificar la bonificación 


de los servicios. Se trata de adecuar el carácter de esa cali-. 
ficación de servicios en función del puesto de trabajo concre- 
to en el cual desempeña su actividad la persona y en función 
de la tecnología. que utiliza. No todos los telefonistas de 
ANTEL manejan una tecnología que implique los riesgos a que 
hace mención el artículo 70'del Acto Institucional N*9. En 
otras localidades del interior se emplea un tipo de equipa- 
miento que. provoca que el. personal que lo maneja tenga que 
ser recalificado en cuanto a sus servicios. Conociendo el 
dictamen de la Comisión del Trabajo, sobre el riesgo del tra- 
bajador, en relación a la utilización de determinada tecno- 
logía para el cumplimiento de sus tareas, estaremos en condi- 
ciones de modificar, por vía administrativa, las disposiciones 
reglamentarias de diciembre de 1984, para dar adecuada satis- 
facción, en términos de derecho jubilatorio a través del espí- 
ritu del Proyecto de Ley que estamos estudiando, 


SEÑOR PRESIDENTE. - En cuanto a la primera parte. as la exposi- 


ción del señor contador, le hago saber que nosotros insistimos 
en proceder a alguna sanción desde el punto de vista parlamen- 
tario, en función de que ANTEL ' comunicó a la Comisión que 
aprobaba en general el Proyecto, incluyéndole algunas modi - 
ficaciones y enviándolo al Ministerio de Defensa Nacional 
quien, requerido, "contestó a la vez que sustentaba la misma 


posición de ANTEL y que solamente faltaba. la voluntad. del 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

Por todo lo expuesto, -pensamos que el camino ) correcto 
es éste, el de la vía administrativa para así obviar” la san- 
ción de una ley. Bl resultado sería el mismo y tendría los 
mismos alcances. 

Queda agotado el tratamiento del aña del día. 


Agradecemos. la presencia del señor Subsecretario y ase- 


sores y quedamos en contacto a efectos de ver, respecto del 


punto 4%, si hay alguna nueva comunicación oO si se plantea 
la necesidad de otra citación de la Comisión. 


(Se retira de Sala el'señor Subsecretario de Trabajo y . 
Seguridad Social y asesores) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Y 


1 


(Es la hora 12 y 52 minutos). 
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CÁMARA DE SENADORES 

3 COMISIÓN DE ASUNTOS — 

LABORALES Y SEGURIDAD SOCIAL 
XLIIa. LEGISLATURA 
Tercer _ Período 
A 


ACTA _N95 


En Montevideo, a los diecinueve días del mes de mayo de mil 
novecientos ochenta y siete, a la hora diez y cincuenta y nueve 
minutos se reúne la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social del Senado. == === mm Pr ooo- A o 
Asisten sus miembros Senadores don Juan Raúl Ferreira, don Luis 
Ituño, contador Walter Olazábal, don Luis B. Pozzolo y doctor 
Uruguay TOUEMÉ , === A A ammm 
Concurre, especialmente invitado, el Subsecretario de Trabajo 
y Seguridad Social, doctor Renán Rodríguez, acompañado de sus 


asesores doctor Bilat y contador Capelini.------- e e e o 
Faltan con aviso los Senadores don Eugenio Capeche y profesor 
Carlos Y. Cigliuti. rr > 
Actúa en Secretaría la señora Beatriz Pérez Rovira.-----======- - 
Iniciada la sesión se nombra Presidente ad hoc al Senador Pozzo 
lo, quien pasa a presidir. - === nooo 


Enseguida la Mesa da entrada al proyecto de ley con exposición 
de motivos, venido del Poder Ejecutivo, por el que se conceden 
pensiones graciables a los plásticos Herrera y Cabrera; Carpe- 
A 
A continuación se trata el proyecto de ley por el que se suspen- 
de la Vigencia del artículo 18 de la Ley N2*£ 15.852 y se toma 
versión taquigráfica que consta de diecisiete fojas útiles y 
forma parte integrante de esta acta. ——oooooonoaemamamamara amm 
A la hora doce se retira de Sala el señor Subsecretario y se 
suspende la toma de versión taquigráfica.-— ooo... 
Por último la Comisión recibe a una delegación de la Asociación 
de Supervisores Empleados de la Industria Frigorífica (ASEIF). 

Estos presentan un memorándum con planteamientos referidos a 
las manifestaciones formuladas en el seno de la Comisión, el 
martes próximo pasado, por el señor Subsecretario de Trabajo 


y Seguridad Social. == 
A la hora doce y cuarenta minutos se levanta la sesión. ---=-===== 
Para constancia se labra la ¡presente que, una vez AQEOTagA: 
firman el Presidente y la SACERLarÍA de la Comisión. -—=——=====-= Le 
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